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Accionado: 
DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL
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Temas: 
 DERECHOS A LA SALUD, LA VIDA DIGNA Y LA SEGURIDAD SOCIAL / SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL / PRESTACIÓN DE SERVICIOS MÉDICOS / TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA ENFERMEDAD. “[L]a Sala considera que SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL es la entidad responsable de garantizar al menor M.A.Z. todos los servicios médicos que sean necesarios de manera oportuna, íntegra, ágil, continua  y con calidad; es decir, que no bastaba con que se hubiera autorizado y llevado a cabo el examen TRIPTASA SERICA, pues se infiere que el menor requiere de una  atención médica que debe ser brindada en forma integral, según lo que se derive de dicho análisis ordenado por la alergóloga o el que el especialista tratante considere pertinente para que el mejoramiento de la patología descrita o para  aminorar las dolencias.   Por lo tanto, mientras exista una prescripción médica al menor M.A.Z. y que se derive del diagnóstico señalado, la entidad demandada deberá autorizar servicios en salud con el fin de evitar que se tenga que estar interponiendo otras tutelas con el fin de acceder a los mismos. (…) Consecuente con lo anterior, la Sala considera que se debe declarar un hecho superado por carencia actual de objeto con relación a la práctica del examen de laboratorio TRIPTASA SERICA al menor M.A.Z., pero se tutelarán los derechos fundamentales a la salud y vida digna  invocados por la señora Bibiana Zapata Ramos y en tal virtud, se ordenará a Sanidad Seccional Risaralda  y a la Dirección de Sanidad Nacional de la Policía Nacional que de manera conjunta se encarguen de prestar la atención integral al menor M.A.Z., según lo que se desprenda de dicho análisis ordenado por la alergóloga y lo que el especialista tratante considere pertinente para el mejoramiento de la patología descrita en esta demanda de tutela.”.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, diez (10) de marzo de dos mil diecisiete (2017)

Aprobado por Acta No.0212
Hora: 2:30 p.m.

1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por la señora Bibiana Zapata Ramos en representación de su bebé de 11 meses de nacido, en contra de Sanidad Seccional Risaralda de la Policía Nacional por la presunta violación de los derechos fundamentales a la salud dignidad humana, la vida, seguridad social y derechos de los niños.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Manifestó la señora Bibiana Zapata Ramos que su hijo M.A.Z. padece desde los 5 meses una “alergia consistente con aparición de placas eritomatosas con xerosis y descamación cutánea con prurito intenso, predominio en pecho, cuello y cara”, razón por la cual la médico tratante le ordenó el examen de “TRIPTASA SERICA” con el fin de determinar el procedimiento a seguir en su tratamiento.
Por lo anterior, radicó la orden médica en Sanidad Seccional de Risaralda de la Policía Nacional, donde le informaron a los cuatro meses que no tenían laboratorios para ese examen, pese a que en la clínica Comfamiliar se cuenta con ese servicio, lo que consideró una vulneración a los derechos fundamentales de su hijo, toda vez que los brotes sufridos por el menor le causan muchas molestias.  

En el acápite de pretensiones, la accionante solicitó que se ordene a la entidad demandada, que en un término perentorio y sin dilaciones, proceda a autorizar y hacer efectiva la orden médica de la alergóloga para la práctica del examen referido y se le brinde a su hijo un tratamiento integral para su patología.

Adjuntó copia de la historia clínica, registro civil de nacimiento y orden médica. (Fls. 4-12)

2.3. Mediante auto del 3 de marzo de 2017 se avocó el conocimiento de la presente actuación, se ordenó correr traslado a la entidad accionada y se dispuso vincular a la Dirección de Sanidad Nacional de la Policía Nacional con sede en Bogotá.  Igualmente, se dispuso de manera oficiosa una medida provisional tendiente a que la entidad demandada seccional Risaralda realizara lo pertinente al examen de laboratorio “TRIPTASIA SERICA” emitida por la alergóloga Alexandra Gómez Ariza (folio 6).
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1.  SANIDAD SECCIONAL RISARALDA DE LA POLICÍA NACIONAL

Precisó que en las instalaciones requeridas de la entidad sólo se manejan servicios de primer nivel ambulatorio, por lo tanto, se tiene la necesidad y la facultad legal de contratar los demás servicios de salud con diferentes entidades de segundo nivel de complejidad, por lo que se debe seguir con el procedimiento interno dispuesto para el efecto.

Por lo tanto, aseguró que con el fin de salvaguardar los derechos del menor, ya se estaban realizando los trámites administrativos para la práctica del examen TRIPTASA SERICA, el cual se haría en la entidad LÓPEZ CORREA.  De tal manera, que se pondrán en contacto con la señora Bibiana Zapata Ramos para indicarle la fecha y hora del procedimiento.

Solicitó que se deniegue el amparo, toda vez que la entidad no está negando ningún procedimiento al menor (Fls. 25 y 26).
3.2. La Dirección de Sanidad de la Policía Nacional con sede en Bogotá no se pronunció frente a la presente acción de tutela.
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas han vulnerado los derechos fundamentales al menor M.A.Z., por el hecho de no haberle hecho efectivo el procedimiento “práctica del laboratorio TRIPTASA SERICA”, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3.2. Sea lo primero reiterar que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.4. De las pruebas arrimadas al expediente se observa que el menor Matías Ariza Zapata, de 1 año de edad
, padece de alergia con placas eritomatosas, con xerosis y descamación cutánea con prurito intenso-predominio en pecho, cuello y cara, lo que se desprende de la historia clínica visible a folio 8.
4.5. En lo que tiene que ver con el derecho a la salud, éste tiene la connotación de fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008, en la que concluyó que la salud es un derecho fundamental autónomo:

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” (Subrayas nuestras).

4.6.  Frente al régimen especial de Seguridad Social en Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Corte Constitucional en la Sentencia T-210 de 2013, reiteró lo siguiente:

“La Ley 100 de 1993, en su artículo 279, consagró distintos regímenes especiales de seguridad social, los cuales están excluidos del Sistema General en Salud, como son los relativos a los miembros de la Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de Ecopetrol y de las empresas en concordato preventivo y obligatorio mientras dure el proceso concursal
.

Bajo ese entendido, se tiene que las Fuerzas Militares y la Policía Nacional forman parte de los regímenes especiales de salud y, acerca de dichos regímenes la Corte Constitucional ha sostenido que:

“[t]ales regímenes consagran derechos adquiridos por los mencionados sectores laborales, gracias a reivindicaciones colectivas que fueron defendidas por sus voceros ante el Congreso de la República, justamente, para que no fueran desconocidas por el sistema general de pensiones y salud” 
.

Sobre esta materia la Corte también ha precisado lo siguiente:

 “(…) El legislador pretendió al establecer los regímenes de excepciones al régimen general de la Ley 100 de 1993: (i) que los derechos en salud contengan beneficios y condiciones superiores a los que rigen para los demás afiliados al Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la dicha ley y, a su vez, (ii) en ningún caso, consagren un tratamiento discriminatorio o menos favorable al que se otorga a los afiliados al sistema integral general
”. 

Concretamente, respecto del Régimen Especial de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, la Ley 352 de 1997 “Por la cual se reestructura el Sistema de Salud y se dictan otras disposiciones en materia de Seguridad Social para las Fuerzas Militares y la Policía Nacional”, define la sanidad como un servicio público esencial orientado a dar respuesta a las necesidades del personal activo, retirado, pensionado y beneficiario
. El Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía se inspira en principios orientadores
, entre los cuales se encuentra el de universalidad, que es la garantía de la protección para todas las personas, sin ninguna discriminación, en todas las etapas de la vida y la protección integral a sus afiliados y beneficiarios en sus fases de educación, información y fomento de la salud, prevención, protección, diagnóstico, recuperación, rehabilitación, en los términos y condiciones que establece el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial. De igual manera, deben realizar actividades que en materia de salud requieran las Fuerzas Militares y la Policía Nacional para el cumplimiento de su misión.

Por su parte, el Decreto Ley 1795 de 2000, en virtud del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional dispuso que el objeto de tal sistema es prestar el servicio de sanidad inherente a las operaciones militares y del servicio policial como parte de su logística militar, así como brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios
.“ (Subrayas propias)
4.7. Se reitera entonces, que siendo el tititular de los derechos fundamentales invocados un menor de edad, la Constitución Política ha señalado expresamente en su artículo 13 sobre el deber del Estado de implementar medidas encaminadas a garantizar la efectividad del derecho a la igualdad material y por su parte la Corte Constitucional ha considerado menores edad como un grupo merecedor de una protección especial y reforzada, por cuanto se encuentran en condiciones de debilidad manifiesta por ser niños y niñas. Al respecto, dicho Tribunal en la Sentencia T-586 de 2013 refirió lo siguiente:  
“(…) El artículo 44 de la Constitución señala la prevalencia de los derechos de los niños sobre los de los demás y determina que algunos de los que no se entienden fundamentales para las demás personas, lo serán para ellos. También prevé el carácter fundamental del derecho a la salud de los niños en forma autónoma, razón por la que no se considera necesario relacionarlo con ninguno otro para que adquiera tal status, con el objeto de obtener su protección por vía de tutela[1].

 


La carta política ha dispuesto expresamente que son derechos constitucionales fundamentales de los niños y, por tanto, protegibles por el juez de tutela, la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión; señala además que los niños serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos y que gozarán de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia.

(…)

Es por lo anterior, que la acción de tutela para proteger los derechos de los niños se considera procedente, en tanto que forman parte de aquel grupo de personas a las que por mandato constitucional el Estado debe una especial protección, estando en la obligación de adelantar una política de especial atención hacia ellos.

 

La procedencia de la tutela es mucho más evidente si se advierte que está en juego también el mandato constitucional de proteger a aquellas personas que se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta (art. 13 C. P.), por razón de su edad, su condición económica, física o mental, y por tanto se hacen sujetos de especial protección. La persona en situación de discapacidad se encuentra en una condición de excesiva vulnerabilidad frente a prejuicios sociales que no puede, por sí mismo y por su propia voluntad, eludir, máxime si se trata de menores de edad, razón por la que merecen un trato especial, con el fin de permitirles estar en igualdad de condiciones con quienes no lo son.

(…)

Es evidente la afectación del derecho a la salud (física y/o psíquica) que produce en los menores de edad la falta del suministro del tratamiento o medicamento, con lo cual se produce indudablemente la vulneración al derecho fundamental a una vida digna y los mantiene en una situación de debilidad manifiesta, razón por la cual la acción de tutela está llamada a prosperar para conjurar la violación de sus derechos fundamentales.

 

Se ha expresado en tal sentido: “El derecho a la salud es fundamental respecto de menores y de personas de la tercera edad en razón de su condición de vulnerabilidad que requiere de una especial atención y consideración como la misma Carta Política lo reconoce al consagrar derechos especiales que los protegen prioritariamente”[4].
 

En este punto es necesario reiterar que el amparo es procedente cuando se omite brindar un tratamiento o medicamento, amenazando o vulnerando los derechos fundamentales a la vida o a la integridad personal del cotizante o beneficiario, pues tal afectación no sólo ocurre cuando se está en inminente riesgo de muerte, sino también cuando tal situación altera las condiciones de vida digna de la persona, como quiera que no se respeta el derecho a la dignidad, si se le ubica en condiciones inferiores a las que la naturaleza le señala en cuanto ser humano[5], dado que la protección constitucional de este derecho fundamental no enmarca la mera existencia biológica, es decir, no significa la simple posibilidad de existir sin tener en cuenta las condiciones en que ello se haga, sino que, por el contrario, supone la garantía de una existencia digna, que implica para el individuo la mayor posibilidad de despliegue de sus facultades corporales y espirituales.

 

Por lo tanto, la negativa de las entidades obligadas en materia de salud a  proporcionar el medicamento o el tratamiento prescrito por el médico tratante es una flagrante violación a los derechos fundamentales del menor. Como lo ha establecido la jurisprudencia de esta corporación en varias ocasiones, el ser humano necesita ciertos niveles de salud para sobrevivir y poder desempeñarse dignamente, de modo que cuando surgen anomalías que alteran la salud de las personas es válido que deben existir esperanzas que alivien las dolencias y logren nuevamente el equilibrio en salud.

(…)

En fallo T-556 de octubre 6 de 1998[7], se señaló (no está en negrilla en el texto original): “Uno de los sectores más débiles de la población está conformado por los niños, quienes a pesar de ser la esperanza de la sociedad, son al mismo tiempo objeto de maltrato y abandono. Una comunidad que no proteja especialmente a los menores mata toda ilusión de avanzar en la convivencia pacífica y en el propósito de lograr un orden justo (Preámbulo y artículo 2 C. P.).Es por ello que los niños beneficiarios del Plan Obligatorio de Salud, que se rige por el principio de integralidad, tienen derecho a que se les suministren aquellos elementos indispensables para corregir un defecto físico, pues está en juego su derecho fundamental a la salud (art. 44) y su desarrollo armónico, completo y adecuado. El Estado, no puede poner barreras o hacer exclusiones en torno a este derecho cuando se trata de los niños y, por tanto, se inaplicarán, en el presente caso, las disposiciones que van dirigidas a imponer limitaciones”.  (Subrayas fuera del texto original)
4.8.  Significa lo anterior, que el menor M.A.Z. goza de especial protección por parte del Estado y ante sus quebrantos de salud, lo convierten en una persona en alto grado de vulnerabilidad frente a la entidad demandada, por lo que se le debe brindar un trato preferente.  Ahora bien, existe una constancia de la auxiliar de Magistrado que da cuenta de la conversación telefónica que sostuvo con la señora Bibiana Zapata Ramos, quien informó que a M.A.Z. le habían realizado el examen TRIPTASA SERICA en la institución Laboratorio López Correa de esta ciudad (Fl. 27). Sin embargo, para esa Sala la vulneración de los derechos del infante no pierde sus fundamentos por el hecho de que dentro del trámite de esta acción de tutela, la entidad demandada haya demostrado el cumplimiento de sus compromisos para con el menor, pues a partir de ello no puede deducirse que SANIDAD DE LA POLICÍA haya sido respetuosa de las garantías constitucionales aquí reclamadas, toda vez que la accionada obró  única y exclusivamente, en tanto que el juez constitucional así se lo ordenó a través de la medida provisional que de manera oficiosa decretó en aras de no postergar más la atención en salud reclamada por la madre de M.A.Z., quien desde el 26 de octubre de 2016 fue valorado por la alergóloga Alexandra Gómez García quien prescribió el examen descrito anteriormente (folio 8).
4.9. En tal virtud, la Sala considera que SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL es la entidad responsable de garantizar al menor M.A.Z. todos los servicios médicos que sean necesarios de manera oportuna, íntegra, ágil, continua  y con calidad; es decir, que no bastaba con que se hubiera autorizado y llevado a cabo el examen TRIPTASA SERICA, pues se infiere que el menor requiere de una  atención médica que debe ser brindada en forma integral, según lo que se derive de dicho análisis ordenado por la alergóloga o el que el especialista tratante considere pertinente para que el mejoramiento de la patología descrita o para  aminorar las dolencias.   Por lo tanto, mientras exista una prescripción médica al menor M.A.Z. y que se derive del diagnóstico señalado, la entidad demandada deberá autorizar servicios en salud con el fin de evitar que se tenga que estar interponiendo otras tutelas con el fin de acceder a los mismos.  Respecto de la integralidad y la continuidad de los tratamientos médicos, la Corte Constitucional en la Sentencia T-214 de 2013 reiteró lo siguiente: 

“(i) las prestaciones en salud, como servicio público esencial, deben ofrecerse de manera eficaz, regular, continua y de calidad, (ii) las entidades que tiene (sic) a su cargo la prestación de este servicio deben abstenerse de realizar actuaciones y de omitir las obligaciones que supongan la interrupción injustificada de los tratamientos, (iii) los conflictos contractuales o administrativos que se susciten con otras entidades o al interior de la empresa, no constituyen justa causa para impedir el acceso de sus afiliados a la continuidad y finalización óptima de los procedimientos ya iniciados”
.    

6.4.6 La Corte ha sostenido que el principio de continuidad en la prestación de servicios de salud responde, no solo a la necesidad de los usuarios de recibir tales servicios, sino también a los postulados del principio de buena fe y de confianza legítima contemplados en el artículo 83 de la Constitución Política de 1991 que dispone:

“Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante éstas”. Esos fundamentos garantizan a los usuarios de los servicios de salud que su tratamiento no va ser suspendido luego de haberse iniciado
 bajo la vigencia de una afiliación que posteriormente se extingue, sin que deba importar la causa de su terminación. En ese orden, el tratamiento médico debe ser terminado hasta la recuperación o estabilización del paciente, esto es, sin interrupciones que pongan en peligro sus derechos fundamentales a la salud, a la integridad personal o a la dignidad
.  
(Subrayas fuera del texto original)

4.10. Consecuente con lo anterior, la Sala considera que se debe declarar un hecho superado por carencia actual de objeto con relación a la práctica del examen de laboratorio TRIPTASA SERICA al menor M.A.Z., pero se tutelarán los derechos fundamentales a la salud y vida digna  invocados por la señora Bibiana Zapata Ramos y en tal virtud, se ordenará a Sanidad Seccional Risaralda  y a la Dirección de Sanidad Nacional de la Policía Nacional que de manera conjunta se encarguen de prestar la atención integral al menor M.A.Z., según lo que se desprenda de dicho análisis ordenado por la alergóloga y lo que el especialista tratante considere pertinente para el mejoramiento de la patología descrita en esta demanda de tutela.
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,

FALLA

PRIMERO: DECLARAR UN HECHO SUPERADO por carencia actual de objeto con relación a la práctica del examen de laboratorio TRIPTASA SERICA al menor M.A.Z
SEGUNDO: TUTELAR los derechos fundamentales a la salud, vida digna, seguridad social invocados por la señora Bibiana Zapata Ramos en nombre y representación del menor de edad M.A.Z.
TERCER: ORDENAR a Sanidad Seccional Risaralda y a la Dirección de Sanidad Nacional ambas de la Policía Nacional, que de manera conjunta, se encarguen de prestar la atención integral al menor M.A.Z., de acuerdo a lo que se derive del examen de laboratorio TRIPTASA SERICA y los servicios médicos que la alergóloga tratante considere pertinentes para el mejoramiento de la patología descrita en esta demanda de amparo con el fin de evitar que se tenga que estar interponiendo otras tutelas con el fin de acceder a los mismos.
CUARTO: Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario

�� Folio 11, copia del registro civil con fecha de nacimiento del 29 marzo de 2016


� Artículo 279 de la Ley 100 de 1993: Excepciones: “El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido pro el Decreto Ley 1214 de 1990, con excepción de aquél que se vincule a partir de la vigencia de la presente ley, ni a los miembros no remunerados de las corporaciones públicas”. 


� Sentencia T-348 de 1997. 


� Sentencia T-594 de 2006.


� Artículo 3° de la Ley 352 de 1997.


� Artículo 4° Ibídem.


� Artículo 5 del Decreto – ley 1795 de 2000.


� Ver sentencia T-1198 de 2003 (MP. Eduardo Montealegre Lynett), cuya posición ha sido reiterada en las sentencias T-164 de 2009 (MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-479 de 2012 (MP. Nilson Pinilla Pinilla) y T-505 de 2012 (MP. Jorge Iván Palacio Palacio), entre otras. 


� Ver Sentencia T-140 de 2011 (MP. Juan Carlos Henao Pérez), en la que se ratifica lo considerado en la sentencia T-573 de 2005 (MP.  Humberto Antonio Sierra Porto), en lo concerniente a que la buena fe constituye el fundamento la confianza legítima, lo que conlleva a la garantía de que a las personas no se le suspenda un tratamiento de salud una vez se haya iniciado.


� Ver Sentencia T-185 de 2010 (MP. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub).
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